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II. RÉGIMEN de COMERCIo e INVERSIONES

1) Marco institucional
1. La Constitución de la República de Djibouti se aprobó por referéndum el 4 de septiembre de 1992 y se publicó en el Boletín Oficial el 15 de septiembre de 1992.
  La Constitución consagra la separación de poderes, garantiza los derechos fundamentales, reconoce el multipartidismo (instaurado efectivamente en septiembre de 2002) y prohíbe que las agrupaciones políticas se identifiquen con una raza, una etnia, un sexo, una religión, una secta, una lengua o cualquier otro elemento que pueda servir de base de discriminación.  Las últimas elecciones presidenciales tuvieron lugar en abril de 2005.

2. Ejerce el poder ejecutivo el Presidente de la República, elegido por sufragio universal directo (mediante votación secreta mayoritaria en dos vueltas) por un mandato de seis años, renovable una sola vez.
  El Presidente es a la vez Jefe del Estado y del Gobierno, y Comandante en Jefe de las fuerzas armadas;  firma y ratifica los tratados y acuerdos internacionales.  El Gobierno está integrado por el Primer Ministro y los Ministros.  El Primer Ministro es designado por el Presidente de la República
, que elige también a los demás miembros del Gobierno, a propuesta del Primer Ministro.

3. El poder legislativo lo ejerce el Parlamento (Asamblea Nacional), integrado actualmente por 65 miembros (incluidos dos vicepresidentes) elegidos por sufragio universal directo (mediante votación secreta) por un mandato de 5 años (renovable).
  Su presidente es elegido por votación secreta de la Asamblea hasta el final de la legislatura.
  En la Constitución se especifica que las leyes se aprueban por mayoría simple.
  El Presidente de la República no puede decidir la disolución de la Asamblea Nacional.  De acuerdo con el procedimiento de información y supervisión de las acciones del Gobierno, los miembros de la Asamblea Nacional pueden dirigir al Primer Ministro preguntas orales o escritas a las que el Primer Ministro responde directamente o por mediación de los Ministros competentes.  La Asamblea Nacional puede también constituir comisiones investigadoras;  puede interpelar al Gobierno (colectiva o individualmente), por iniciativa de 10 diputados como mínimo, para obtener información sobre la política gubernamental.
  No puede votar una moción de censura contra el Gobierno, miembros individuales del Gobierno o el Presidente de la República, ni interpelar a este último.

4. En la Constitución se estipula que el poder judicial es imparcial e independiente de los poderes legislativo y ejecutivo.  Lo ejercen el Tribunal Supremo y los demás tribunales (el Tribunal Superior de Justicia, el Tribunal de Apelación, el Consejo Constitucional y el Tribunal Penal) y juzgados (el Tribunal de primera instancia).  El Tribunal Supremo es la máxima jurisdicción ordinaria de la República.
  El Consejo Constitucional está encargado de controlar la constitucionalidad de las leyes y garantizar los derechos fundamentales de las personas y las libertades públicas.  Es el órgano regulador del funcionamiento de las instituciones y de la actividad de los poderes públicos.
  El Tribunal Superior de Justicia tiene competencia para juzgar al Presidente de la República y a los Ministros acusados por la Asamblea Nacional.
  Además del Consejo Constitucional, existen otras jurisdicciones de derecho común (con un sistema de doble instancia), cuya máxima autoridad es el Tribunal Supremo.  Todas las cámaras especializadas (social, correccional, civil y comercial, entre otras) se reúnen tanto en primera instancia como en apelación.  Se reúnen también en apelación el Tribunal Penal (que falla en primera y última instancia) y el Consejo de lo contencioso administrativo, que resuelve los litigios entre la administración y los administrados, pero falla con posibilidad de apelación ante el Tribunal Supremo.

5. El Consejo Constitucional es el órgano regulador del funcionamiento de las instituciones y de la actividad de los poderes públicos.  Está integrado por seis miembros, cuyo mandato, no renovable, dura ocho años.  Vela por que se respeten los principios constitucionales, controla la constitucionalidad de las leyes y garantiza los derechos fundamentales de las personas y las libertades públicas.

2) Formulación y aplicación de políticas
6. Las políticas se formulan y aplican mediante leyes, decretos, órdenes o decisiones.  La iniciativa legislativa corresponde a la Asamblea Nacional, el Presidente de la República y el Gobierno.  Cada ministerio está en principio encargado de formular las políticas comprendidas en su ámbito de competencia y de elaborar proyectos de ley conexos.  Ese proceso se lleva a cabo de forma concertada con los demás ministerios que puedan resultar afectados por las medidas en consideración. El Gobierno (en Consejo de Ministros) examina primero los proyectos de ley o de decreto y los presenta después a la Asamblea Nacional.

7. Las leyes son promulgadas por el Presidente de la República en los 15 días siguientes a la recepción por el Gobierno de sus textos definitivos aprobados por el Parlamento.
  No obstante, antes de su promulgación, el Presidente puede pedir al Parlamento que proceda a una segunda lectura del proyecto de ley de que se trate.  Cuando éste es aprobado por el Parlamento en segunda lectura, ha de promulgarse inmediatamente.
  El Primer Ministro y los Ministros refrendan las leyes  comprendidas en sus respectivos ámbitos de competencia.  Las leyes entran en vigor a partir del momento en que se publican en el Boletín Oficial.  El Presidente de la República o del Parlamento puede recurrir al Consejo Constitucional cuando estime que una ley es contraria a la Constitución.  En el artículo 80 de la Constitución se prevé la posibilidad de que cualquier litigante plantee la inconstitucionalidad de una ley por vía de excepción con motivo de un procedimiento en curso en una jurisdicción.

8. Los Ministerios competentes en materia de comercio exterior
 y hacienda elaboran la política comercial del Gobierno.  Según los temas, coordinan esa política con la de otros ministerios afectados, como el encargado de la agricultura, y con otras instituciones públicas:  el Organismo Nacional de Promoción de las Inversiones (ANPI) y la Cámara de Comercio de Djibouti.  No existe un marco formal para las consultas;  se celebran de manera ad hoc, por iniciativa de los sectores público o privado, especialmente de la Cámara de Comercio de Djibouti, el Comité de Seguimiento de los Asuntos relacionados con el COMESA, y el Foro Nacional de Desarrollo y Política Comercial.

9. Los tratados y acuerdos internacionales firmados por la República de Djibouti deben ser ratificados por la Asamblea Nacional y publicados para entrar en el ordenamiento jurídico interno.

3) Objetivos de la política comercial
10. Los objetivos a largo plazo de la política comercial de Djibouti, como componente de la política económica, son el desarrollo social y económico del país y la reducción de la pobreza y el desempleo.  Esos objetivos se lograrán mediante el control de las finanzas públicas y la aceleración de las reformas estructurales;  el establecimiento de un marco jurídico y reglamentario para fomentar la inversión privada;  el desarrollo de Djibouti como puerto de entrada a los países sin litoral de la región, especialmente los pertenecientes al COMESA;  la transformación del puerto de Djibouti en centro de operaciones;  la mejora de la competitividad de la economía;  la buena gestión de los asuntos políticos y económicos, y el fortalecimiento de la transparencia;  el desarrollo de los servicios (especialmente los portuarios) y los recursos humanos;  y el desarrollo y la promoción del sector privado.

11. Para reducir los efectos negativos del insuficiente y gravoso suministro de servicios básicos ‑en particular, servicios de telecomunicaciones, energía y agua, servicios de transporte y servicios financieros- en la participación de Djibouti en el comercio internacional, el Gobierno se propone impulsar las reformas sectoriales mediante el programa de privatización puesto en marcha en 2001.
  Por otra parte, el Gobierno ha elaborado un nuevo Código Laboral.  En el momento de concluir el presente informe, ese Código se hallaba en curso de examen en la Asamblea Nacional.  Está también previsto un nuevo Código de Comercio (sección 4) infra).

12. Djibouti considera que el sistema multilateral de comercio contribuirá al logro de su integración en la economía mundial.  Se propone aprovechar la oportunidad que ofrece la creación de la unión aduanera del Mercado Común del África Oriental y Meridional (COMESA) para continuar la liberalización de su régimen comercial y acelerar su crecimiento económico.  No obstante, a medio plazo, la plena participación de Djibouti en la unión aduanera del COMESA, actualmente prevista para el 1º de enero de 2009, exigirá la adopción del arancel exterior común y el establecimiento de un impuesto sobre el valor añadido, en sustitución de su impuesto interior de consumo (TIC) (capítulo III 2) ii) c)).  Djibouti se propone asimismo aprovechar las ventajas que ofrecen tanto el Acuerdo entre los países ACP y la UE como la Ley sobre Crecimiento y Oportunidades para África (AGOA) por medio de actividades de fomento de las inversiones.

4) Leyes y reglamentos
13. El derecho de Djibouti consagra el principio de la supremacía de los instrumentos jurídicos internacionales (ratificados y publicados) sobre las leyes internas.  Por consiguiente, los tratados o acuerdos internacionales ratificados y publicados de conformidad con los procedimientos establecidos tienen precedencia sobre el derecho interno a partir del momento en que se publican en el Boletín Oficial.
  Según la jerarquía de las normas, siguen a la Constitución, por orden decreciente, las leyes orgánicas, las leyes ordinarias, los decretos y las órdenes.

14. En virtud de la Orden Nº 2001-0799/PR/MCTA, se estableció el Comité de Reflexión sobre la Adhesión de Djibouti al Tratado de la Organización para la Armonización del Derecho Comercial en África (OHADA), que recomendó a las autoridades competentes que eligieran entre la adhesión de Djibouti a la OHADA y la integración de las disposiciones de la OHADA en la legislación nacional.  El Gobierno decidió establecer su propio Código de Comercio sobre la base de las actas uniformes de la OHADA, teniendo en cuenta su situación geográfica y su pertenencia a la vez al mundo árabe y al africano.  Desde el 2 de noviembre de 2005 Djibouti es signatario del mandato relativo a la creación de una Asociación para la Promoción del Arbitraje en África (APAA), cuya sede estará en Yaundé (Camerún).

15. Desde la independencia se han modernizado algunos textos vigentes en materia de comercio.
  En 2001 se constituyó un grupo de estudio sobre la modernización de la legislación relativa al comercio, con asistencia de la UNCTAD, con el objetivo de reformar dicha legislación.  El grupo ha realizado un primer diagnóstico de la legislación vigente en materia de comercio.  En 2002 se estableció también un Comité Nacional, con el cometido de supervisar los trabajos de elaboración del nuevo Código de Comercio y armonizar y actualizar los textos jurídicos, a fin de crear un clima favorable a la inversión.
  En el momento de concluir el presente informe, se hallaban en curso los trabajos de compilación y diagnóstico;  las principales dificultades son de carácter financiero.

16. La legislación aduanera se compone de diversos textos que abarcan el sistema aduanero y sus diferentes regímenes, y la tributación en frontera, con inclusión del impuesto interior de consumo y otros impuestos, recargos y derechos (capítulo III 2) iv)).  En el cuadro AII.1 figuran los principales textos legislativos vigentes en materia de comercio.

17. Según el estudio de diagnóstico sobre la integración comercial, Djibouti sufre al mismo tiempo un exceso y un vacío jurídico.  Coexisten numerosos textos que se yuxtaponen y superponen.  Algunos están anticuados o son contradictorios, y otros no han sido objeto de decretos u órdenes de aplicación.  Con ello se crean una incertidumbre que favorece la ambigüedad y riesgos de arbitraje que contribuyen a la inseguridad jurídica.  Además, la reglamentación existente es poco accesible y, por consiguiente, poco conocida.  Se plantea el problema de la aplicación efectiva de los textos existentes, así como el más general del funcionamiento de la justicia.

5) Acuerdos comerciales
18. La República de Djibouti es Miembro de la OMC, de la Organización de las Naciones Unidas y sus organismos, del grupo del Banco Mundial y del Fondo Monetario Internacional.  Es signataria del Acuerdo de Cotonou entre la Unión Europea y los países ACP, y forma parte de la Unión Africana (antigua Organización de la Unidad Africana) y del Mercado Común del África Oriental y Meridional (COMESA).

19. Hasta julio de 2005 la República de Djibouti no había participado en ningún procedimiento de solución de diferencias a nivel multilateral, regional o bilateral.

ii) Organización Mundial del Comercio (OMC)

20. La República de Djibouti es Miembro inicial de la OMC desde el 31 de mayo de 1995.  Fue parte contratante del GATT desde el 16 de diciembre de 1994, tras haberlo aplicado de facto desde el 18 de noviembre de 1960.
  En su condición de país menos adelantado (PMA), Djibouti goza de un régimen de trato especial y diferenciado más amplio que el aplicado a los países en desarrollo, lo que, en el marco de determinados acuerdos, entraña especialmente períodos de transición más largos y niveles de obligaciones menos rigurosos.  No obstante, los problemas relacionados principalmente con la falta de capacidad han retrasado la aplicación de los Acuerdos de la OMC por Djibouti y han puesto de manifiesto que no está en condiciones de aprovechar al máximo las oportunidades que ofrece el sistema multilateral de comercio.  En la sección 7) infra se examinan detalladamente sus necesidades de asistencia técnica, incluso en materia de aplicación.

21. En el momento de concluir el presente informe, la República de Djibouti no había presentado ninguna notificación al GATT/OMC, con excepción de la relativa a los servicios de información (anexo B 3) y a la autoridad nacional encargada de las notificaciones (anexo B 10) en el  marco del Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias.
  Djibouti no es signatario de ninguno de los Acuerdos plurilaterales de la OMC ni tiene la condición de observador en el marco de esos Acuerdos.

22. En la Conferencia Ministerial de Cancún los países africanos (entre ellos Djibouti) expresaron, a través de la República de Mauricio, la importancia de proseguir las actividades de reforma del mercado agrícola internacional, principalmente mediante la reducción de los obstáculos al acceso a los mercados, la disminución de la ayuda interna y la eliminación de las subvenciones a la exportación por los países industrializados.

iii) Acuerdos regionales

a)
Mercado Común del África Oriental y Meridional (COMESA)

23. El programa del COMESA consiste en reforzar y ampliar el proceso de integración de los países miembros mediante la adopción de medidas generales de liberalización del comercio:  por ejemplo, eliminación completa de los obstáculos arancelarios y no arancelarios, y adopción de un arancel exterior común;  libre circulación de capitales, mano de obra y mercancías, y derecho de establecimiento en la región;  adopción de un conjunto común de normas, reglamentos técnicos, procedimientos de control de la calidad, sistemas de certificación y reglamentos sanitarios y fitosanitarios;  armonización de los tipos impositivos (incluidos los del IVA y los impuestos especiales de consumo) y de las disposiciones sobre cooperación industrial, en particular la legislación sobre sociedades, propiedad intelectual e inversiones;  aplicación de una política de competencia armonizada;  y establecimiento de una unión monetaria.
 El COMESA se notificó a la OMC en el marco de la Cláusula de Habilitación.

24. Por consiguiente, el COMESA deberá culminar en una unión aduanera y monetaria.  El 1º de noviembre de 2000 se estableció su zona de libre comercio;  actualmente forman parte de ella 11 de los países miembros.
  La unión aduanera debería haber entrado en vigor a finales de 2004, con un arancel exterior común que debía ser objeto de negociación.  El arancel podría abarcar cuatro tipos:  0, 5, 15 y 30 por ciento (aplicables, respectivamente, a los bienes de equipo, las materias primas, los productos intermedios y los productos acabados);  o tres tipos:  0, 10 y 25 por ciento.  Los países miembros han adoptado la Nomenclatura Común basada en el Sistema Armonizado (SA) 2002 para el arancel exterior común del COMESA.  La aplicación de ese arancel y la transformación del impuesto interior de consumo (TIC) en un impuesto sobre el valor añadido (IVA) podrían apartar más a Djibouti de los intercambios comerciales fuera del COMESA al aumentar la protección de los productos en cuestión, teniendo en cuenta su régimen de comercio, que actualmente es bastante liberal.

25. Las normas de origen del COMESA se basan en cuatro criterios exclusivos:  las mercancías deben ser producidas totalmente en la región, sin materias primas procedentes del exterior;  el contenido de insumos importados no debe sobrepasar el 60 por ciento del valor c.i.f. del conjunto de insumos empleados en la producción;  el valor añadido ex fábrica debe ser, como mínimo, equivalente al 35 por ciento del precio del producto acabado
, o al 25 por ciento si el producto acabado se considera "particularmente importante" para el desarrollo de un Estado miembro (de acuerdo con una lista de productos determinada de antemano);  la transformación entraña un cambio de partida arancelaria.

26. En breve se aplicará la política del COMESA en materia de competencia;  se hará en cuanto el Consejo de Ministros apruebe sus disposiciones.  En el anteproyecto de las disposiciones se prohíben, entre otras cosas, las prácticas comerciales restrictivas, el abuso de posición dominante, los acuerdos de fijación colusoria de precios, la presentación concertada de ofertas y las manipulaciones de las ofertas, los acuerdos de asignación de mercados o de clientes, la aplicación de contingentes a las ventas y la producción, la acción colectiva para aplicar un acuerdo, el establecimiento de pactos para no comprar productos y servicios de un vendedor o no venderlos a un posible comprador, y la denegación colectiva del acceso a un acuerdo o a una asociación indispensable para la competencia.  Se prevé también la vigilancia de las operaciones de fusión y adquisición de sociedades y la obligación de notificar esas operaciones a partir de un determinado umbral (por determinar) del volumen anual de negocios o de activos en la región.  Se establecerá una Comisión sobre la Competencia que podrá actuar de oficio o a instancia de cualquier persona u organización de consumidores.

27. El programa de armonización monetaria se pondrá en práctica en cuatro etapas, de 1992 a 2025.  La última etapa culminaría en una verdadera unión monetaria en el marco de la cual se aplicarían tipos de cambio irrevocablemente fijos o una moneda única;  en la armonización total de las políticas económicas, presupuestarias y monetarias de los Estados miembros;  en la integración total de la estructura financiera;  en el mantenimiento de reservas de divisas en común;  y en el establecimiento de una autoridad monetaria común.  En mayo de 1999 el programa cobró impulso con la introducción de una convertibilidad limitada de las monedas entre los Estados miembros con un importante comercio transfronterizo.  Se ha creado un órgano de coordinación compuesto por expertos de los bancos centrales y de los ministerios de hacienda de la región para supervisar la aplicación de las medidas e impulsar el proceso de armonización hacia la unión monetaria.

28. Se han creado varias instituciones para facilitar el desarrollo de los países miembros del COMESA.  El Banco de Comercio y Desarrollo del África Oriental y Meridional (Banco PTA) financia operaciones de comercio exterior y proyectos de inversores públicos o privados domiciliados en uno de los Estados miembros.  En noviembre de 2005 Djibouti no se había beneficiado aún de la financiación del Banco PTA.  La Cámara de Compensación del COMESA ha perdido su importancia tras la liberalización del régimen cambiario por la mayoría de los miembros.  Su función ha evolucionado y actualmente se ocupa sobre todo de aumentar la eficacia de las operaciones de compensación, a fin de complementar los servicios que ofrecen los bancos comerciales;  de proporcionar a los comerciantes una especie de seguro frente a los riesgos políticos del comercio intrarregional;  y de facilitar la armonización de las políticas monetarias y presupuestarias en la región.

29. La Compañía de Reaseguros de la Zona de Comercio Preferencial (ZEP-RE) contribuye a promover los seguros y reaseguros en la región.  La República de Djibouti es signataria del Acuerdo para la creación de la ZEP-RE, y su Gobierno, por conducto del Ministerio de Economía, Hacienda y Planificación, es accionista de esa Compañía.  En agosto de 2001 se estableció la Agencia Africana de Seguros del Comercio (ACA) para fomentar la confianza de los inversores ofreciéndoles cobertura contra los riesgos políticos.  La ACA es creación del COMESA, pero todos los Estados miembros de la Unión Africana (UA) pueden formar parte de ella.  Por otra parte, en 1998 entró en funcionamiento el Tribunal del COMESA, competente para juzgar cualquier cuestión que se le someta en virtud del Tratado.  Según las autoridades, Djibouti no ha intervenido nunca en ninguna diferencia oficial comprendida en el ámbito de competencia del Tribunal del COMESA.

30. La aplicación del Protocolo relativo a la libre circulación de personas se lleva a cabo en varias etapas.  La primera fue la supresión del visado obligatorio en 2000:  la mayor parte de los países, entre ellos Djibouti, no exigen ya visado a los ciudadanos de otros países del COMESA.  Los procedimientos del COMESA encaminados a facilitar la circulación de personas y el tránsito de mercancías son especialmente importantes para Djibouti, dada su situación de puerto de tránsito hacia Etiopía.  No obstante, Djibouti no ha firmado aún el Protocolo.

31. El 29 de octubre de 2001 el COMESA y los Estados Unidos concluyeron un Acuerdo sobre modalidades de comercio e inversión ("AGOA Linkage in COMESA" (ALINC)).  Con ese Acuerdo se estableció un mecanismo formal para la celebración entre ambas partes de consultas regulares sobre comercio e inversión.

b)
Unión Africana (UA) y Comunidad Económica Africana (CEA)

32. La Unión Africana, establecida el 8 de julio de 2002, sustituyó a la Organización de la Unidad Africana (OUA).
  El Tratado de la OUA había sido firmado por 30 países africanos el 25 de mayo de 1963.  El Tratado de Abuja (Nigeria) de 1991 estableció como objetivo la creación de una Comunidad Económica Africana, que aún no es operativa.

c)
Organismo Intergubernamental de Desarrollo (IGAD)

33. Conocido anteriormente con el nombre de Organismo Intergubernamental de Sequía y Desarrollo (IGADD)
, el IGAD fue establecido en enero de 1986 por siete países del África Oriental:  Djibouti, Eritrea, Etiopía, Kenya, Somalia, Sudán y Uganda.  Su objetivo inicial era combatir la sequía y la desertificación.  En marzo de 1996, en una cumbre celebrada en Nairobi, el IGAD adoptó un nuevo estatuto para revitalizar y ampliar su mandato de manera que abarcara nuevas esferas prioritarias:  por ejemplo, cooperación económica, prevención de conflictos, y regulación y gestión de asuntos humanitarios.  En junio de 1997 el IGAD obtuvo el reconocimiento oficial de la antigua Organización de la Unidad Africana (actualmente la Unión Africana) como organización económica regional y empezó a centrarse más en la integración económica.

iv) Acuerdos bilaterales

34. La República de Djibouti ha concluido acuerdos comerciales bilaterales marco para la facilitación de la circulación de bienes y personas con Burundi (1984), Etiopía (1979), Rwanda (1980), el Senegal (1986) y Túnez (2002).  Ha concluido asimismo acuerdos comerciales con Eritrea, Kenya y Uganda, que aún no se han ratificado, y acuerdos marco con Corea (1997), Indonesia (1997), Irán (1998), el Pakistán (1979) y el Senegal (1986).

v) Otros acuerdos

a)
Acuerdo de Cotonou e Iniciativa "Todo menos armas"

35. La República de Djibouti es signataria del Acuerdo de Cotonou (que sucedió al Convenio de Lomé) entre la UE y 77 países de África, el Caribe y el Pacífico (ACP).  El Acuerdo mantiene la mayoría de las preferencias comerciales no recíprocas que la UE otorgaba ya a los países ACP.  En la Conferencia Ministerial de Doha los Miembros de la OMC otorgaron la exención solicitada por las partes en el Acuerdo de las obligaciones dimanantes del párrafo 1 del artículo I del GATT de 1994 (trato NMF) hasta el 31 de diciembre de 2007.  Para entonces, las partes deberán haber concluido nuevos convenios comerciales compatibles con los Acuerdos de la OMC, lo que permitirá eliminar progresivamente los obstáculos al comercio entre las partes y reforzar su cooperación en todas las esferas relacionadas con el comercio, especialmente mediante la creación de una zona de libre comercio en un plazo de 12 años, es decir, hasta 2020.

36. En septiembre de 2002 la UE entabló negociaciones con los países ACP para concluir acuerdos de asociación bilateral, o con diferentes agrupaciones regionales para concluir acuerdos de asociación económica regional, que deberían entrar en vigor en enero de 2008 a más tardar.  Esos acuerdos estarían basados en la liberalización recíproca, de modo que, en principio, la República de Djibouti, al igual que los demás países ACP, debería otorgar progresivamente acceso preferencial a las exportaciones de la UE.  No obstante, una cláusula especial del Acuerdo de Cotonou reconoce a los PMA el derecho de no concluir acuerdos de asociación recíproca, en cuyo caso esos países seguirían beneficiándose de las preferencias concedidas por la UE en el marco de la Iniciativa "Todo menos armas".  Esta Iniciativa, que comenzó a ponerse en práctica en marzo de 2001, prevé el acceso libre de derechos y de contingentes de todos los productos de los PMA importados por la UE, excepto las armas.  Se ha establecido un calendario para la aplicación de ese trato preferencial al azúcar, el arroz y los plátanos frescos.

b)
Ley sobre Crecimiento y Oportunidades para África (AGOA)

37. En virtud de esta Ley, los países del África Subsahariana que cumplan determinados requisitos tienen un acceso preferencial más amplio al mercado de los Estados Unidos.
  En la actualidad pueden beneficiarse de ella 37 países africanos.  El 2 de octubre de 2000 la República de Djibouti reunía las condiciones necesarias para recibir las ventajas generales previstas en la Ley, pero no las relativas específicamente a los textiles y las prendas de vestir.  Según las estimaciones, el valor de las exportaciones de Djibouti que entraron en los Estados Unidos con franquicia arancelaria en 2004 fue de 63.000 dólares EE.UU. (27.000 dólares EE.UU. en 2003), es decir, el 7 por ciento de sus exportaciones totales a los Estados Unidos.  Ese porcentaje refleja especialmente la debilidad de la producción nacional.

c)
Sistema Generalizado de Preferencias (SGP) y Sistema Global de Preferencias Comerciales (SGPC)

38. La República de Djibouti recibe de los países industrializados el trato previsto en el SGP.  No participa en el Acuerdo sobre el SGPC concluido entre países en desarrollo.

6) Régimen de inversiones
39. En general, las inversiones se rigen por la Ley Nº 88/AN/84/1erL, de 13 de febrero de 1984, modificada por la Ley Nº 58/AN/94/3erL, de 18 de octubre de 1994.  En ella se prevén diversas medidas encaminadas al fomento de las inversiones y se establece la Comisión Nacional de Inversiones (CNI).
  Con arreglo al Código de Inversiones, los extranjeros pueden en general invertir en todas las actividades en la República de Djibouti y gozar de trato nacional.  No obstante, se reservan a los inversores nacionales las siguientes actividades:  actividades marítimas y de tránsito
, pesca y comercio al por menor, telecomunicaciones, electricidad y agua, servicios de mensajeros ordinarios, y extracción de sal.  Por otra parte, las tierras agrícolas no pueden ser adquiridas por extranjeros;  ahora bien, pueden ser objeto de cesión por 99 años.

40. En la Ley se prevén dos regímenes diferentes, según la cuantía del proyecto de inversión (cuadro II.1).  Con arreglo al régimen A, se otorgan ventajas fiscales, en forma de exenciones o desgravaciones, a 12 tipos de actividades económicas, industriales o comerciales que hayan sido objeto de una inversión de 5 millones de francos de Djibouti (FD) como mínimo y creen por lo menos 15 puestos de trabajo permanentes en un plazo de 18 meses.  El régimen B afecta a las empresas que presenten un interés económico o social particular, inviertan 50 millones de FD como mínimo y creen por lo menos 30 puestos de trabajo permanentes en un plazo de 18 meses.  Entre 2000 y 2003 se otorgaron 26 autorizaciones en el régimen B y se realizaron 5 registros en el régimen A, con respecto a inversiones por 173,2 millones de dólares EE.UU. y 934.300 dólares EE.UU., respectivamente, distribuidas entre los siguientes sectores:  transporte (68,7 por ciento), industria (29,1 por ciento) y turismo (1 por ciento).  En 2004 se otorgaron cuatro autorizaciones en el régimen B, con respecto a una inversión total de 12,9 millones de dólares EE.UU., y cinco en el régimen A, con una inversión total de 841.500 dólares EE.UU.
Cuadro II.1

Condiciones y ventajas previstas en el Código de Inversiones, 2005

	Régimen
	Actividades
	Ventajas

	A
	i)
explotación, preparación o transformación de productos de origen vegetal o animal, de cualquier origen;
ii)
pesca de altura y preparación, congelación, transformación o almacenamiento de productos del mar;
iii)
explotación de minas, industria de tratamiento o transformación de productos mineros o metales, se extraigan o no del suelo de Djibouti;
iv)
investigación, explotación y almacenamiento de toda fuente de energía, y refinado de hidrocarburos;
v)
creación y explotación de establecimientos encargados del desarrollo del turismo y la artesanía;
vi)
creación y explotación en las esferas de la electricidad, la electrónica, la química y las industrias navales;
vii)
transporte terrestre, marítimo o aéreo;
viii)
actividades portuarias y aeroportuarias;
ix)
construcción, reparación y mantenimiento de instalaciones de transporte marítimo o de pesca;
x)
fabricación y acondicionamiento in situ de productos o bienes de gran consumo;
xi)
actividades bancarias o de crédito destinadas a la promoción de nuevas inversiones, y actividades de warrantage (crédito, almacenamiento);
xii)
servicios de asesoramiento, ingeniería, procesamiento de datos informáticos, centro servidor telemático de bases de datos.
	Exención de la contribución de las licencias comerciales durante el año en el que empiecen a explotarse las instalaciones o se inicie la actividad y los cinco años siguientes, pero pago de la licencia, salvo con respecto a las importaciones que sean necesarias para la inversión y estén exentas.

Exención del impuesto interior de consumo (TIC) y de los impuestos y recargos de importación aplicables a los materiales que sean necesarios para la ejecución de los programas de inversión y figuren en una lista cuantitativa y cualitativa anexa a la orden de autorización, con  excepción de los productos del petróleo, los componentes y los vehículos de pasajeros.  Las materias primas -con excepción de los productos del petróleo- importadas y utilizadas efectivamente en la fabricación durante los cinco primeros ejercicios están exentas del TIC.

Los materiales que se hayan beneficiado de la exención no podrán cederse, venderse, prestarse ni destinarse a otros usos que no sean los previstos en la orden de autorización durante un período de 10 años.

	B
	i)
construcción de inmuebles para uso exclusivamente industrial, comercial o turístico;
ii)
construcción de viviendas sociales;
iii) construcción, creación y explotación de establecimientos de enseñanza y formación.
	Exención de la contribución de las licencias comerciales durante el año en el que empiecen a explotarse las instalaciones o se inicie la actividad y los 10 años siguientes, pero pago de la licencia, salvo con respecto a las importaciones que sean necesarias para la inversión y estén exentas.

Exención del impuesto interior de consumo (TIC) y de los impuestos y recargos de importación aplicables a los materiales que sean necesarios para la ejecución de los programas de inversión y figuren en una lista cuantitativa y cualitativa anexa a la orden de autorización, con excepción de los productos del petróleo, los componentes y los vehículos de pasajeros.  Las materias primas -con excepción de los productos del petróleo- importadas y utilizadas efectivamente en la fabricación durante los 10 primeros ejercicios están exentas del TIC.

Exención de la contribución territorial sobre los bienes inmuebles (construcciones de inmuebles) por un período de 10 años a contar del año siguiente al de la ultimación de los trabajos.

Exención de los impuestos sobre los beneficios industriales y comerciales, y del impuesto sobre los beneficios de las personas jurídicas por un período máximo de 10 años a contar de la fecha en que se inicie la explotación.

Exención del derecho de registro proporcional de las actas de constitución de sociedades por inversiones en capital social de valor igual o superior a 30 millones de FD.  La misma exención puede ser aplicable a las ampliaciones de capital por valor igual o superior a 10 millones de FD que tengan lugar en un plazo inferior a cinco años a contar de la autorización o de una ampliación anterior exenta por el mismo motivo.  Posibilidad de beneficiarse asimismo de una exención parcial de las cuotas de constitución y de levantamiento de hipotecas.

Los derechos de registro y de conservación de bienes raíces pueden reducirse a la mitad cuando se aplican a las adquisiciones de terrenos vacíos o cubiertos de edificios destinados a su demolición en un plazo de tres meses con miras a la realización de las inversiones objeto de autorización.

Pueden otorgarse a precios reducidos autorizaciones de ocupación temporal y concesiones provisionales de propiedad privada en relación con la inversión.

Posibilidad de exención del impuesto sobre el permiso de construcción.

Los materiales que se hayan beneficiado de la exención no podrán cederse, venderse, prestarse ni destinarse a otros usos que no sean los previstos en la orden de autorización durante un período de 10 años.


Fuente:
Ley Nº 58/AN/94/3erL, de 18 de octubre de 1994, sobre el Código de Inversiones, y artículo 28.15.31 de la Ley Nº 108/AN/00/4ºL, de 29 de octubre de 2000, sobre reforma del Código General de Impuestos.

41. Toda solicitud de autorización en el marco del Código de Inversiones debe dirigirse al Organismo Nacional de Promoción de las Inversiones (ANPI), establecido en 2001 y operativo desde 2002
;  el "Centro Único de Formalidades de las Empresas" (ventanilla única), establecido en virtud de la Ley Nº 114/AN/01/4ºL, no está aún en funcionamiento.  Los procedimientos de autorización en el régimen A duran entre tres y siete días si el expediente está completo;  la autorización la otorga el ANPI.  En el régimen B otorga la autorización el Consejo de Ministros, tras estudiar el ANPI los expedientes.  Como los procedimientos del régimen B requieren más tiempo (entre tres meses y un año), el ANPI otorga un certificado provisional de autorización para que el inversor pueda gozar a tiempo de las ventajas previstas.

42. El procedimiento de otorgamiento de las ventajas previstas en el Código de Inversiones ha sido objeto de numerosas críticas.
  Los plazos que realmente requieren la aceptación y la autorización parecen muy superiores a los reglamentarios.
  El procedimiento de autorización en el régimen B requiere con mucha frecuencia la opinión o la autorización de uno o varios ministerios, incluso de la Presidencia de la República.  Las denegaciones pueden no estar justificadas y los beneficiarios no siempre reciben todas las ventajas a las que normalmente tienen derecho.  Determinadas actividades no pueden beneficiarse de las ventajas, por ejemplo las relacionadas con la ganadería (reactivación del tránsito regional del ganado), que en el documento de estrategia de lucha contra la pobreza (DELP) se consideran generadoras de empleo.  El ANPI ha elaborado recientemente una guía del inversor en la que se exponen las gestiones administrativas.

43. En caso de expropiación parcial o total, temporal o definitiva, el Código prevé indemnizaciones "equitativas" por el perjuicio sufrido.  Garantiza también la reparación equitativa de los daños causados por los movimientos populares.  Prevé vías de solución de diferencias entre los inversores y el Estado de Djibouti por los tribunales nacionales competentes y de conformidad con los convenios o acuerdos internacionales de los que es signatario Djibouti.

44. Djibouti no es signatario del Convenio sobre arreglo de diferencias relativas a inversiones entre Estados y nacionales de otros Estados.

45. Djibouti ha concluido convenios para la protección de las inversiones con la Organización de Países Exportadores de Petróleo (OPEP);  y convenios de evitación de la doble tributación con China (2004) y Egipto (1998).
  Los acuerdos con Malasia, Suiza y el Yemen aún no se han ratificado.  La AGOA y los Acuerdos de Cotonou y del COMESA contienen también disposiciones relativas a las inversiones.  Djibouti es asimismo miembro de la Agencia Africana de Seguros del Comercio y ha ratificado el Acuerdo sobre la Creación de la Sociedad Islámica de Seguro de las Inversiones y de los Créditos a la Exportación (SIAICE).

46. Hasta mayo de 2004 Djibouti poseía un mecanismo de régimen de zona franca a la vez diversificado y complejo (cuadro II.2), que abarcaba un gran número de planes institucionales, algunos de los cuales se quedaron en proyectos y otros se publicaron en forma de textos, aunque no parecen haber tenido efectos económicos concretos.  La creciente complejidad del mecanismo de régimen de zona franca es fuente de incoherencias, traslapos y, en determinados aspectos, lagunas.

47. Parecería que la zona franca portuaria de Djibouti no ha desempeñado nunca plenamente la función que se le asignó.
  Parece servir exclusivamente de depósito bajo control aduanero a las empresas y los comerciantes nacionales y extranjeros que abastecen a los países limítrofes.  No ha logrado atraer empresas comerciales o de servicios de carácter regional.  Entre los principales motivos indicados figuran los siguientes:  i) dimensión relativamente reducida y rápidamente saturada;  ii) elevado costo de los factores de producción;  iii) rigidez del Código Laboral;  iv)  falta de fiabilidad del sistema jurídico;  v) disminución del ritmo de actividad económica e inestabilidad subregional;  y vi) obligación de establecimiento físico dentro de la zona franca, que no dispone aún de la infraestructura necesaria.  Por otra parte, los regímenes de empresa franca y zona franca industrial no parecen haberse aplicado nunca.  Los principales motivos indicados son los siguientes:  i) costo de la productividad y de la mano de obra;  ii) falta de recursos naturales;  iii) suministro de agua y electricidad (costo elevado y falta de garantías a largo plazo);  iv) escasez de ventajas específicas del régimen;  v) falta de concertación entre el Gobierno y el sector privado;  vi) ausencia de tradición industrial;  y vii) importancia de los riesgos económicos y financieros, habida cuenta del reducido tamaño del mercado interno, el costo del crédito y la inestabilidad/inseguridad jurídica y judicial.

Cuadro II.2

Regímenes de zonas francas, mayo de 2004

	Régimen y fecha de establecimiento
	Observaciones
	Ventajas

	Zona franca comercial (1971)
	Emplazamiento en el interior del puerto.

Se encarga de la gestión la Djebel Free Zone Authority, de Dubaï.

Están autorizadas las operaciones de transformación de productos. 
Establecimiento de la Autoridad de la Zona Franca de Djibouti en 2002;  debe ser la ventanilla única de las formalidades para las empresas establecidas en esta zona.
	Exención de los impuestos indirectos, con inclusión del TIC.

	Zona de extensión portuaria (1980)
	Zona que también goza del régimen de zona franca.  Se ha confiado su gestión a la dirección del puerto.
	

	Sociedades anónimas de la zona franca (SAZF) (1980)
	Puede constituirlas cualquier persona física o jurídica por un período máximo de 99 años.  Su sede debe estar obligatoriamente situada en el perímetro de la zona franca de Djibouti y pueden constituirse sin capital.
	

	Extensión de la zona franca portuaria (2000)
	Djibouti Dry Port (DDP).
Zona con una superficie cerrada de 40 hectáreas, exenta del régimen aduanero y administrada por el Puerto de Djibouti.
	

	Empresas francas (1994)
	Pueden gozar de esta condición las empresas industriales o de servicios cuya actividad esté destinada a la exportación.

Las empresas francas están sujetas al régimen B del Código de Inversiones.

Hasta la fecha no se ha constituido ninguna empresa con arreglo a este régimen.
	

	Zona franca industrial (1994)
	Pueden gozar de esta condición las empresas que trabajen exclusivamente para la exportación en el sector industrial.  Debe obtenerse la autorización de la Comisión de la Zona Franca, que traslada la solicitud a la Comisión Consultiva del Régimen de Zona Franca Industrial para que dé su opinión.

En 1996 se estableció el Organismo de Promoción de la Industria (API), cuyas funciones son promover las exportaciones y ofrecer asistencia a los inversores actuando como ventanilla única para los trámites administrativos.

Hasta la fecha no se ha constituido ninguna empresa con arreglo a este régimen y el API sigue siendo una institución virtual.  En 2001 se hizo cargo de sus funciones el Organismo Nacional de Promoción de las Inversiones (ANPI).
	Exención total, durante los 10 primeros años de explotación, de los impuestos sobre los beneficios o, en su caso, sobre el volumen de negocios de la empresa.  A partir del undécimo año, y durante toda la existencia de la sociedad, el impuesto sobre los beneficios es del 10 por ciento.

Los dividendos distribuidos a los accionistas están exentos de todos los impuestos.

Exención total de los derechos de registro.

Exención total de todas las contribuciones territoriales durante los 20 primeros años de actividad.

Exención total del pago de licencias comerciales y licencias de importación.

Exención del TIC con respecto a las importaciones de materias primas, accesorios y bienes de equipo cuya lista acompañe al certificado de empresa franca.

Las exportaciones están exentas de todos los impuestos directos o indirectos actuales o futuros.

Exención de todos los impuestos sobre los créditos obtenidos de instituciones financieras de Djibouti.

	Zona franca aeroportuaria
	En 1985 se realizó un estudio preliminar.
	


Fuente:  Información facilitada por las autoridades de Djibouti.

48. En mayo de 2004 una nueva ley abolió los antiguos textos y los refundió en una sola ley.
  Con arreglo a esa Ley, dentro de la Zona Franca de Djibouti (DZF), que comenzó sus actividades en octubre de 2004, pueden realizarse todas las actividades industriales, comerciales, financieras o de servicios autorizadas.  Los inversores en las zonas francas están exentos de las normas y formalidades aduaneras en materia de importación y exportación.  Están también exentos del TIC, los derechos, recargos y demás impuestos directos e indirectos, y se benefician de una zona provista de servicios y procedimientos de establecimiento simplificados.  La nueva ley garantiza al inversor libertad para transferir su capital al extranjero y al exterior de la zona franca.
  Toda venta de productos de la zona franca en el territorio aduanero nacional debe realizarse por conducto de un importador local, no directamente por la propia empresa de la zona franca.

49. La Autoridad de Puertos y Zonas Francas de Djibouti está encargada de la administración y el control de la zona franca;  es el centro único para las formalidades de las empresas y los operadores, y  es la única facultada para:  i) recibir y aprobar las solicitudes de autorización de las empresas para operar en la zona franca;  y ii) registrar y expedir los documentos de registro, y expedir los certificados de origen de los productores de la zona franca.  Tiene el siguiente mandato:  promulgar las normas y los reglamentos;  y establecer la estructura de los derechos, multas y sanciones aplicables, así como su facturación.

50. La DZF abarca una superficie de 17 hectáreas.  La primera "etapa de explotación" (ya finalizada) consistió en la construcción de hangares con oficinas y de parcelas de hasta 10.000 m2.  Está en curso la segunda etapa.
  En octubre de 2005 estaban instaladas en la Zona Franca 16 empresas extranjeras y 9 nacionales.

7) Asistencia técnica relacionada con el comercio
51. Según las autoridades, se requiere asistencia técnica ante todo para lograr una mayor comprensión de los distintos Acuerdos de la OMC y, en consecuencia, para mejorar su aplicación;  se trata también de mejorar la capacidad de negociación.  Por el momento, la falta de conocimientos en la materia y de recursos financieros y humanos sigue impidiendo a Djibouti beneficiarse plenamente de su participación en el sistema multilateral de comercio.  Djibouti tiene intención de establecer un comité nacional encargado de coordinar las actividades relacionadas con la OMC (en el plano nacional) y velar por la aplicación de los Acuerdos.

52. En 1998 se estableció un Centro de referencia de la OMC, que se modernizó en enero de 2003.  En diciembre de 2004 y febrero de 2005 la OMC realizó misiones para poner en marcha el Examen de las Políticas Comerciales de Djibouti;  en esa ocasión la OMC impulsó la realización en Djibouti de un seminario nacional sobre política comercial y otro sobre el marco económico del Mecanismo de Examen de las Políticas Comerciales.  Djibouti figura entre los PMA para los que se creó en 2001 el Marco Integrado revisado (véase infra) para la asistencia técnica y la creación de capacidad.

53. Las necesidades de asistencia técnica de Djibouti en materia de comercio abarcan diferentes esferas:  aplicación de los acuerdos relacionados con el comercio;  participación en las negociaciones comerciales;  formulación de políticas comerciales;  alcance y pleno aprovechamiento del trato especial y diferenciado;  limitaciones por el lado de la oferta;  integración de las políticas comerciales y de desarrollo;  y preparación para la futura unión aduanera del COMESA.

ii) Aplicación de los acuerdos, formación, formulación de políticas, y negociaciones

54. Las necesidades de Djibouti en materia de asistencia técnica se refieren a la armonización de sus leyes y reglamentaciones con los principios y normas de la OMC y el COMESA;  las notificaciones;  la formación de personal y la creación de las estructuras institucionales necesarias;  y/o la formulación de políticas que permitan aumentar los beneficios de la aplicación de los acuerdos y reducir al mínimo los posibles costos conexos.

55. En lo que se refiere a la valoración en aduana, Djibouti se benefició durante cinco años de una exención que le permitió aplazar la aplicación de las disposiciones del Acuerdo pertinente de la OMC hasta el 22 de febrero de 2001.  La aplicación de este Acuerdo es un importante motivo de preocupación para Djibouti, ya que se inscribe en el contexto más amplio de la reforma del régimen aduanero y del futuro arancel exterior común del COMESA.

56. Otra cuestión que preocupa a las autoridades es la de las normas y los reglamentos técnicos, y las medidas sanitarias y fitosanitarias.  El Servicio de Control de la Calidad y Normas del Ministerio de Comercio, Industria y Artesanía, que aún no ha entrado plenamente en funcionamiento a pesar de que se estableció en octubre de 2000, necesita apoyo para elaborar y adoptar normas nacionales, divulgar la información pertinente y organizar un sistema de control de la calidad que facilite el acceso de las exportaciones a los mercados regionales e internacionales.  Djibouti necesitaría también asistencia para establecer:  un laboratorio central de pruebas y análisis, con inclusión del control de la calidad de los alimentos;  un laboratorio de metrología;  y una red de información sobre los conocimientos industriales y comerciales.  El Programa Integrado de Cooperación de la ONUDI ayuda a la renovación del puerto pesquero de Djibouti.

57. Djibouti no ha participado activamente en las negociaciones multilaterales desde que se convirtió en Miembro de la OMC.  La proliferación de negociaciones -por ejemplo, las de Doha, el COMESA, e incluso las negociaciones con la UE en el marco del Acuerdo de Cotonou- con temas, calendarios y procedimientos diferentes, someten a fuertes presiones la capacidad de Djibouti en materia de formulación de su política comercial.  A ese respecto, las necesidades inmediatas de asistencia técnica son las siguientes:  i) determinación de los sectores y cuestiones importantes para Djibouti;  ii) formación en técnicas de negociación;  y iii) determinación de las reformas necesarias para poner en práctica los resultados de las negociaciones.

58. Las autoridades han expresado el deseo de recibir asistencia técnica para establecer un código de comercio y legislación específica sobre competencia y protección de los consumidores, medidas comerciales especiales (medidas antidumping, medidas compensatorias y medidas de salvaguardia), medidas sanitarias y fitosanitarias, y normas de calidad.  Djibouti está revisando su Código de Inversiones y su Código Laboral.  Las necesidades de asistencia técnica en esas esferas se refieren sobre todo a la formación del personal encargado de la aplicación y el cumplimiento de las nuevas leyes.

59. En el marco de las negociaciones multilaterales sobre el comercio de servicios, Djibouti necesita asistencia técnica sobre la manera de estructurar sus compromisos específicos.  Esa asistencia debería tener como destinatarios no sólo a los negociadores, sino también al personal directivo de los ministerios encargados de la formulación de políticas sectoriales en la esfera de los servicios. 

iii) Limitaciones por el lado de la oferta

60. Uno de los principales factores que entorpecen la expansión del comercio exterior de la República de Djibouti son las limitaciones por el lado de la oferta.  Cabe mencionar, en particular, el tamaño del mercado interno;  la insuficiencia de la infraestructura de transporte;  la escasez de tierras fértiles (sólo se cultivan 1.000 hectáreas);  la falta de personal cualificado y la rigidez del Código Laboral;  el elevado costo de la electricidad, el agua y las telecomunicaciones;  y las dificultades en lo que respecta a la gestión de la calidad.  El escaso desarrollo del sistema bancario hace que el acceso a la financiación sea difícil y gravoso.  Las lagunas de la información comercial y también la escasa competitividad de los productos manufacturados de Djibouti impiden la diversificación de las exportaciones, tanto en lo que se refiere a productos como a mercados.

61. En el DELP, así como en el estudio de diagnóstico sobre la integración comercial del Marco Integrado, y en las estrategias sectoriales del Gobierno, incluidas las de privatización, se plantean nuevamente determinadas cuestiones relacionadas con la infraestructura.  Se trata de la construcción del puerto de Doraleh;  la privatización de las empresas de electricidad (EDD), telecomunicaciones (DT) y agua (ONED);  y la rehabilitación y el mantenimiento del ferrocarril que enlaza al país con Etiopía, así como de carreteras y puentes.

62. El Gobierno es consciente de que el aumento de la competitividad de la economía exige la reforma de las empresas públicas que, en su mayor parte, se hallan en mala situación financiera y cuyas inversiones a menudo no reflejan las realidades del mercado.  En general, las empresas que deberían proporcionar prestaciones de infraestructura no están en condiciones de hacerlo de forma adecuada, aparte de constituir una considerable carga financiera para el Estado y causar importantes distorsiones en la asignación de recursos.  El Gobierno ha puesto en marcha un proceso de reforma (capítulo III 4) iii)).  Las necesidades de asistencia técnica y creación de capacidad para llevar a término ese programa son múltiples:  formación del personal superior encargado de dirigir las empresas públicas y aplicar sus reformas internas;  formación de expertos para reforzar la capacidad del Servicio de Empresas Públicas;  realización de estudios de diagnóstico para determinadas empresas en el marco de su privatización;  y asistencia para el establecimiento de un marco normativo adecuado para los sectores cuya liberalización y privatización están previstas.

iv) Integración del comercio en las estrategias de desarrollo

63. Djibouti figura entre los participantes en el Marco Integrado (MI)
, que subraya la necesidad de que se tengan en cuenta las prioridades comerciales de cada país en su plan nacional de desarrollo o en su estrategia de reducción de la pobreza.  Para que el comercio exterior estimule el crecimiento económico y mejore las condiciones de vida de los pobres, se preconiza la integración del comercio en las estrategias de desarrollo a nivel político, institucional y de asociación entre el gobierno y los donantes.  En la versión final del DELP, de marzo de 2004, se abordan cuestiones de política comercial, con inclusión de la diversificación de las exportaciones, lo que ha permitido delimitar ciertas prioridades en materia de política comercial.  Con fondos provenientes de la Ventanilla II del Marco Integrado se han financiado dos proyectos destinados al fortalecimiento de las instituciones encargadas del comercio (el Ministerio de Comercio e Industria, el ANPI y la Cámara de Comercio de Djibouti) y al desarrollo del turismo.
� Ley Nº 1/AN/92/2ºL, de 15 de septiembre de 1992, sobre los partidos políticos, y Ordenanza Nº 92�0102/PRE, de 15 de septiembre de 1992.  Disponible en:  http://www.adi.dj/constitut/constitut_dj.htm [22 de octubre de 2004].





� Artículo 23 de la Constitución.





� No existen disposiciones constitucionales que obliguen al Presidente de la República y al Primer Ministro a ser de partidos diferentes.





� Artículo 46 de la Constitución y Ley Orgánica Nº 5/AN/93/3erL, sobre el reglamento interno de la Asamblea Nacional, de 24 de mayo de 1993.





� Si no se logra la mayoría absoluta de los votos emitidos en la primera vuelta, basta la mayoría relativa en la segunda vuelta.  En caso de igualdad de votos entre dos candidatos, se declara elegido al de mayor edad.





� Las leyes a las que la Constitución confiere el carácter de leyes orgánicas sólo pueden adoptarse por mayoría absoluta de los miembros de la Asamblea Nacional y no pueden promulgarse hasta que el Consejo Constitucional haya declarado su conformidad con la Constitución.





� Artículo 61 de la Constitución.





� La función del Tribunal consiste en examinar los recursos interpuestos contra las decisiones de cualquier naturaleza adoptadas por las jurisdicciones ordinarias.  En el Tribunal está también encuadrada una cámara de cuentas y disciplinas presupuestarias.





� Artículo 75 de la Constitución.





� Artículo 84 de la Constitución.





� Título VIII de la Constitución y Ley Nº 4/AN/93/3erL, de 7 de abril de 1993.





� Artículo 34 de la Constitución.





� El Presidente está obligado a promulgar la ley, bajo pena de procesamiento por alta traición.





� Las disposiciones que se declaren inconstitucionales sobre la base de ese artículo dejan de aplicarse.





� En virtud de la Ley Nº 102, de 25 de octubre de 2000, se organizó el Ministerio de Comercio, Industria y Artesanía (MCIA).  En el Decreto Nº 2001-0156/PR y el capítulo 3, título IV, de la Ley Nº 149/AN/02/4ºL se definen sus competencias en materia de política comercial.  El MCIA está integrado por la Dirección de Comercio y Normas, y la Dirección de Industria y Artesanía.  En 2000 el presupuesto del Ministerio figuraba entre los más reducidos de la administración (figuraba en 13er lugar entre 16 Ministerios).





� Artículo 63 de la Constitución.





� Decreto Nº 2001-0191/PR/MEFPP, de 23 de septiembre de 2001.





� Artículo 37 de la Constitución.





� Los demás signatarios son:  Angola, Benin, Burkina Faso, Camerún, Malí, Mauricio y la República Democrática del Congo.





� Leyes Nº 191/AN/86, de 3 de febrero de 1986, sobre las sociedades comerciales, y Nº 56/AN/94/3erL, de 18 de octubre de 1994, sobre diversas medidas destinadas a facilitar el establecimiento de empresas y sociedades, y Ordenanza Nº 88/87/PR, de 13 de noviembre de 1988.





� Órdenes Nº 2002-0485/PR/MCIA, de 9 de julio de 2002, y Nº 2001-0799/PR/MCIA, de 20 de octubre de 2001.





� Marco Integrado (2004).





� Documento LET/7609 del GATT, de 21 de diciembre de 1994.





� Documento G/L/223/Rev.12 de la OMC, de 3 de marzo de 2005.





� Declaración del Ministro de Industria y Comercio Internacional de la República de Mauricio en nombre de la Unión Africana, Quinta Conferencia Ministerial, Cancún, 10 a 14 de septiembre de 2003.  Documento WT/MIN(03)/ST/69 de la OMC, de 12 de septiembre de 2003.





� A finales de 1994 la Zona de Comercio Preferencial del África Oriental y Meridional se convirtió en el COMESA, del que forman parte, además de Djibouti, los siguientes países:  Angola, Burundi, Comoras, Egipto, Eritrea, Etiopía, Kenya, Madagascar, Malawi, Mauricio, Namibia, República Democrática del Congo, Rwanda, Seychelles, Sudán, Swazilandia, Uganda, Zambia y Zimbabwe.  Se han retirado Tanzanía, Lesotho y Mozambique.





� Más información disponible en:  http://www.comesa.int/about/ [23 de febrero de 2005].





� Documento WT/COMTD/N/3 de la OMC, de 29 de junio de 1995.





� Respetaron el plazo inicial nueve miembros:  Djibouti, Egipto, Kenya, Madagascar, Malawi, Mauricio, Sudán, Zambia y Zimbabwe.  Burundi y Rwanda se adhirieron en 2004.  Los intercambios de mercancías entre los miembros de la zona de libre comercio del COMESA se realizan, sin excepción, en régimen de franquicia arancelaria.





� En este caso el "valor añadido" se define como la diferencia entre el precio ex fábrica de los productos acabados y el valor c.i.f. de los insumos importados de países no miembros del COMESA.  La proporción mínima de valor añadido se redujo del 45 al 35 por ciento en 2000.  No obstante, Egipto y Uganda siguen aplicando el nivel mínimo del 45 por ciento.





� Programa de asistencia establecido para acelerar los procedimientos de exportación de las empresas de los países del COMESA a las empresas de importación americanas.





� Con excepción de Marruecos, todos los países africanos son miembros de la UA.





� En marzo de 1996, en una cumbre celebrada en Nairobi, el IGADD cambió su nombre por el de Organismo Intergubernamental de Desarrollo (IGAD).





� Más información disponible en:  http://www.igad.org/ [24 de febrero de 2005].





� OMC (2002).





� Más información disponible en:  http://www.agoa.gov/ [24 de febrero de 2005].





� Para poder acogerse a la AGOA, los países deben hacer progresos en lo que respecta a la transición hacia una economía de mercado, el pluralismo político y el Estado de derecho, la eliminación de los obstáculos discriminatorios al comercio y a las inversiones de los Estados Unidos, la protección de la propiedad intelectual, la lucha contra la corrupción, la protección de los derechos humanos y las normas laborales, y la eliminación de determinadas formas de trabajo de menores.  Desde el 1º de enero de 2005 Côte d'Ivoire no cumple ya los requisitos establecidos.





� Office of the United States Trade Representative (2005).





� El Acuerdo sobre el SGPC trata de promover y desarrollar el comercio recíproco y la cooperación económica entre países en desarrollo, mediante el intercambio de concesiones de conformidad con sus disposiciones.  En él se prevé la negociación de preferencias arancelarias entre sus miembros y la posibilidad de negociar preferencias no arancelarias.  Información disponible en:  http://www.g77.org/gstp/ [24 de febrero de 2005].





� Ley Nº 58/AN/94/3erL, de 18 de octubre de 1994, sobre diversas medidas encaminadas al fomento de las inversiones y el establecimiento de una Comisión Nacional de Inversiones.  Modificó la Ley Nº 88/AN/84/1erL, de 13 de febrero de 1984, sobre el establecimiento del Código de Inversiones.  Actualmente se halla en curso de revisión con el fin de tener en cuenta las nuevas disposiciones aduaneras.





� En el caso de estas dos actividades el inversor extranjero debe recurrir a un socio nacional, que ha de poseer la mayoría del capital de la sociedad.





� Ley Nº 114/AN/01/4ºL, de 21 de enero de 2001, sobre el establecimiento del ANPI.  Las funciones del ANPI son:  i) aplicar la política del Gobierno en las esferas del desarrollo y la promoción de las inversiones;  ii) establecer las instituciones y/u órganos que puedan facilitar los mecanismos necesarios para la mejora del marco general de promoción de la inversión privada;  y iii) emprender todo acto de promoción de las inversiones que estime oportuno o rentable.





� Marco Integrado (2004).





� En el caso del régimen A la CNI disponía de un plazo máximo de un mes (a contar de la fecha de presentación de la declaración o, en su caso, del último elemento que completara el expediente) para pedir más información o formular objeciones al declarante.  Transcurrido ese plazo, se consideraba efectuado el registro.  En el caso del régimen B la CNI disponía de un plazo máximo de dos meses (a contar de la fecha de presentación de la declaración) para pedir más información o formular objeciones al declarante.  Transcurrido ese plazo, se consideraba autorizada la inversión.





� Información disponible en:  http://www.djiboutinvest.dj/[22 de septiembre de 2005].





� Leyes Nº 72/AN/04/5ºL, de 3 de julio de 2004, y Nº 57/AN/99/4ºL, de 17 de octubre de 1999. 





� Leyes Nº 70/AN/04/5ºL y Nº 71/AN/04/5ºL, de 3 de julio de 2004.





� Marco Integrado (2004).





� Marco Integrado (2004).





� Leyes Nº 53/AN/04/5ºL, de 17 de mayo de 2004, y Nº 103/AN/05/5ºL, de 10 de abril de 2005, sobre las empresas comerciales de las zonas francas.





� Por un período de hasta 50 años a contar de la fecha de inicio de las actividades de la empresa.





� Jebel Ali Free Zone International, en calidad de promotora, garantiza, en nombre de la Autoridad, la aplicación de la Ley relativa a la Zona Franca.





� La DZF está situada a 560 km de Addis Abéba y a 620 km de Asmara.





� El marco integrado se estableció en 1996.  En 2002 se revisó su funcionamiento y se decidió ampliarlo progresivamente a los PMA que cumpliesen determinados requisitos, entre los que figuran los siguientes:  i) dar pruebas del firme compromiso del Gobierno de integrar el comercio en su estrategia nacional de desarrollo y su documento de estrategia de lucha contra la pobreza (DELP);  ii) haber llegado por lo menos a la etapa preparatoria del DELP y de las reuniones del Grupo Consultivo del Banco Mundial o las mesas redondas del PNUD;  y iii) haber creado condiciones operativas favorables (por ejemplo, nivel de infraestructura, presencia en el país de oficinas nacionales del Banco Mundial, el FMI y el PNUD, respuesta favorable de los donantes con respecto al ritmo de aplicación de las reformas internas).





� Más información disponible en:  http://www.integratedframework.org [24 de febrero de 2005].






